
EL PODER JUDICIAL EN LA
PRIMERA REPÚBLICA

(1844-1861)

Pri me ra Par te

La Orga ni za ción Ju di cial

Al romperse los lazos con Haití y quedar los domi ni canos conver tidos

en Repú blica inde pen diente, sus primeros gober nantes, entre muchos otros 

problemas que enfren taron, tuvieron que decidir sobre el tipo de Derecho y

de Poder Judi cial que querían dar a la nueva Nación. La situa ción creada a

partir del 27 de febrero de 1844 era muy precaria y no había ni tiempo ni

interés en innovar, en crear formas autóc tonas u origi nales en la forma ción 

de los órganos del Estado que acababa de esta ble cerse. La renuencia de

Haití a aceptar la sepa ra ción de los domi ni canos, eviden ciada por el inicio

de campañas mili tares de recon quista, acaparó la aten ción durante los

primeros meses de la Inde pen dencia. La pobreza del erario público, la falta

de expe riencia en auto go bierno, la poca cultura jurí dica, entre otros, eran

elementos que poster garon a un segundo plano la búsqueda del encon trar

para el país un sistema judi cial adecuado. 

En los primeros meses tras la Inde pen dencia, los tribu nales creados bajo 

el régimen haitiano conti nuaron sin inte rrup ción, puesto que la mayoría de 

los jueces eran de la parte Este, o sea que eran domi ni canos, y ellos no

fueron depor tados por las nuevas auto ri dades como lo fueron los que prove -

nían de Haití. Se sabe que una de las carac te rís ticas del régimen haitiano
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había sido que los prin ci pales cargos civiles de la parte Este fueran

ocupados por domi ni canos (enten dién dose por estos a los nacidos en la

antigua parte espa ñola de la Isla). En los datos que se poseen de los años

1824, 1827 y 1834, los cargos de Jueces de los tribu nales civiles de Santo

Domingo estaban en manos de domi ni canos. Así vimos, ya que para el

Tribunal Civil de Santo Domingo, José Joaquín Del Monte era Juez

Decano y los jueces titu lares eran Vicente Mancebo y Raymundo Sepúl -

veda, mien tras que Tomás Boba dilla (impor tante perso naje del período de

la Inde pen dencia) era el Comi sario del Gobierno (Fiscal).387 En 1835

Manuel María Valencia era Juez de ese Tribunal y José María Cami nero era

Comi sario del Gobierno.388 Todos los Nota rios y Defen sores Públicos de la 

parte espa ñola de la Isla eran oriundos de ella como se pudo apre ciar en el

capí tulo ante rior. Por lo tanto, la Justicia continuó sin cambios durante los

meses que siguieron al 27 de Febrero.

Fue en la elabo ra ción de la Cons ti tu ción de San Cris tóbal, cuando los

domi ni canos tuvieron la opor tu nidad de decidir sobre cuál rumbo debería

seguir el país en materia judi cial. La Comi sión de redac ción de ese primer

Pacto Funda mental domi ni cano, en su Informe al pleno de la Asam blea

Cons ti tu yente, dedicó apenas una frase al tema judi cial, al expresar: “El

Poder Judi cial ha sido calcu lado con suma deten ción, porque a nadie se le oculta

cuanto influye en la feli cidad de los pueblos la recta admi nis tra ción de la

justicia”.389 Y así fue, la Cons ti tu ción de San Cris tóbal dedicó el Capí tulo

III al Poder Judi cial, y lo dividió en tres secciones. La primera “De la Admi -

nis tra ción de Justicia”, la segunda “De la Suprema Corte de Justicia” y la

tercera “De los Tribu nales de Apela ción y demás Juzgados”, compren diendo

los artículos del 131 al 139.390 Esta Cons ti tu ción dejó en manos del Poder

Legis la tivo la orga ni za ción del Poder Judi cial, aunque dispuso que hubiera
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una Corte Suprema de Justicia así como Tribu nales de Apela ción, esta ble -

ciendo a nivel cons ti tu cional esos dos órganos de la Justicia.

Para crear una Orga ni za ción Judi cial, nues tros primeros próceres

tuvieron varias opciones y su deci sión final nos muestra lo difícil que

resultó decidir sobre la crea ción y orga ni za ción de los tribu nales a raíz de la

Indepen dencia. El dilema no era sencillo. Los domi ni canos llevaban 22

años bajo el régimen haitiano, cuya Orga ni za ción Judi cial era por lo tanto

cono cida por todos y había sido mane jada por jueces y abogados domi ni -

canos. Resul taría fácil mantener ese sistema, lo que no impli caba mayores

cambios. Pero hubiera sido un contra sen tido, para un pueblo que se inde -

pen di zaba, mantener el sistema judi cial de sus anti guos amos, por lo que

esa opción no era polí ti ca mente viable. Otra posi bi lidad era retornar al

sistema judi cial español que existió por varios siglos y hasta el 1821.

La Orga ni za ción Judi cial espa ñola, a partir de la Cons ti tu ción de Cádiz, 

había evolu cio nado mucho, y no era la exis tente bajo las Leyes de Indias

que rigieron durante el largo Período Colonial. España, en el Siglo XIX,

había tenido avances en su sistema polí tico, compa rán dolo con lo que tenía 

en siglos ante riores, pero seguía siendo un régimen monár quico, auto crá -

tico y de pocas liber tades públicas. La Orga ni za ción Judi cial espa ñola en

los prin ci pios del siglo XIX disponía que todos los Jueces fueran desig nados 

por el Rey, aunque eran inamo vi bles. Dicha Orga ni za ción Judi cial, fue

establecida en el año 1836, y para en la época de la Indepen dencia domi ni -

cana, estaba compuesta de un Tribunal Supremo para todo el Reino,

Audien cias Terri to riales como Tribu nales de Apela ción, a razón de una por

cada Provincia, Jueces Letrados para cada Partido Judi cial, y a nivel infe -

rior, los Alcaldes Muni ci pales, que actuaban como Jueces Árbi tros y para

casos menores.391 Este sistema podría implan tarse en la nueva Nación,

pero para ello también se habría tenido que modi ficar profun da mente el

sistema legal que desde 1822 regía tanto a haitianos como a domi ni canos,

que era el de los Códigos Napo leó nicos, espe cial mente en lo rela tivo a los
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proce di mientos civiles y penales. La tercera alter na tiva era tomar el sistema 

judi cial francés, que, por estar acorde con el proce di miento de los códigos,

podría armo nizar las leyes con la Orga ni za ción Judi cial. En 1844 Francia

estaba orga ni zada judi cial mente de la siguiente manera: Un Tribunal de

Casa ción para la nación entera; Cortes de Apela ción para cada Depar ta -

mento en que se dividía ese país; Tribu nales de Primera Instancia para cada

Común y Jueces de Paz para cada subdi vi sión de las comunes, llamadas

“Arron dis ements”.392

Había pues varias opciones a dispo si ción de nues tros legis la dores. Pero a 

la hora de tomar la deci sión para crear la primera orga ni za ción judi cial de la 

Repú blica, dictán dose la “Ley Orgá nica de los Tribu nales” lo que se hizo fue

esta blecer un sistema mixto, con algo del español y otro algo del francés y

alguna inno va ción. Parece que la inten ción fue aban donar parte de lo que

habíamos tenido bajo el período haitiano y recu perar elementos del antiguo 

sistema judi cial español. Fue un caso inte re sante de tran sac ción, en el cual

parte de lo reciente perma neció y se retomó con modi fi ca ciones, algo de lo

que habíamos tenido antes de 1822. 

En efecto, la Ley Orgá nica de los Tribu nales del 11 de junio de 1845,393

esta bleció la primera orga ni za ción judi cial para la Repú blica Domi ni cana,

la cual quedó compuesta por una Suprema Corte de Justicia, una Corte de

Apela ción, Tribu nales Justi cias Mayores a razón de uno por cada Provincia

y Alcaldes Muni ci pales para cada Común en que se divi dían las provin cias.

La Cons ti tu ción en su Art. 45 preveía además la exis tencia del Arbi traje

obli ga torio en ciertas mate rias. También reco noció la exis tencia de

Consejos de Guerra, pero estos últimos se crearon basán dose en el Código

Penal Militar dictado en julio 5, 1845.394 La Ley Orgá nica esta bleció la

posi bi lidad de que el Poder Ejecu tivo desig nara “Jueces de Resi dencia”, cuya

función se anali zará más adelante.
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Se obser vará pues, que en cuanto a la deno mi na ción de los tribu nales,

se dio al tribunal supe rior no el nombre de Corte de Casa ción como existía

en Francia, sino el de Suprema Corte de Justicia que es casi igual al

nombre español (que era Tribunal Supremo de Justicia). Se esta bleció para

toda la Repú blica una Corte de Apela ción, cuyo nombre viene del francés y

donde nos alejamos del sistema haitiano pues su orga ni za ción judi cial no

preveía esas Cortes. En España los tribu nales de alzada se llamaban

Audien cias Terri to riales. A nivel de primera instancia esco gimos un

nombre neta mente español, “Tribu nales Justi cias Mayores”, descar tando el

nombre francés (y que los haitianos mantu vieron) de “Tribu nales Civiles”.

En esta deno mi na ción hubo un curioso caso, pues en esa época en España

a ese nivel, los Magis trados no se llamaban así, sino “Jueces Letrados”. El

nombre de Justi cias Mayores era más antiguo, provenía de la época

medieval. A nivel infe rior, recu pe ramos el nombre español, el de Alcaldes

Muni ci pales, en vez de mantener el sistema francés y haitiano de Jueces de

Paz. Fue pues una inte re sante mezcla de nombres como se deno mi naron

los tribu nales domi ni canos en los albores de la Primera Repú blica.

En cuanto a la forma de desig na ción, compo si ción y funciones de los

primeros Jueces domi ni canos, hubo bastante inno va ción y nos sepa ramos

muy profun da mente del sistema haitiano que había regido entre noso tros

entre 1822 y 1844. En Haití todos los Jueces, menos los de Paz, los desig -

naba el Presi dente de la Repú blica. Los domi ni canos esco gimos un sistema

mucho más demo crá tico, puesto que la Cons ti tu ción dispuso que todos los

jueces serían desig nados por el Consejo Conser vador (nombre que se dio a

la Cámara Alta del Congreso) de ternas enviadas por el Tribu nado (Cámara 

Baja del Congreso). De ese modo, quedó en manos de los legis la dores

escoger todos los Jueces. La excep ción era para los Alcaldes Muni ci pales,

que aunque eran parte del sistema judi cial, prove nían del Poder Muni cipal,

puesto que eran esco gidos por los Regi dores de los Ayun ta mientos, quienes

a su vez habían sido desig nados por el pueblo de cada Común, en elec ciones 

prima rias. Los Alcaldes, funcio na rios muni ci pales, ejer cían la juris dic ción

judi cial de grado infe rior para asuntos civiles de menor cuantía y los penales 

en casos de contra ven ciones de simple policía. Vemos así, que el sistema
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judi cial que el pueblo domi ni cano se dio al inde pen di zarse, impli caba la

selec ción de todos los Jueces por órganos de selec ción popular.

La compo si ción de los primeros tribu nales fue también inte re sante.

Bajo la primera Ley Orgá nica dictada en 1845, la Suprema Corte estuvo

compuesta por cuatro Jueces, el que presidía se deno mi naba Juez Decano, y 

los otros tres, se llamaron Jueces Vocales. El Minis terio Público ante este

alto tribunal se deno mi naba Procu rador Fiscal. La Corte de Apela ción

estuvo compuesta de cinco Jueces y tres suplentes. (Caso curioso, pues

estas Cortes tenían un juez más que la Suprema Corte y además suplentes). 

Los Tribu nales de Justi cias Mayores eran igual mente cole giados, y

compuestos de cinco Jueces y tres suplentes. Todos los Jueces (excepto en el

caso de los Alcaldes Muni ci pales) eran elegidos por períodos de cinco años

según el Art. 128 de la Cons ti tu ción.

La propia Ley Orgá nica de los Tribu nales del año 1845, esta bleció los

sueldos de los Jueces, dispo niendo que fuera de 2,000 pesos anuales para el

Presi dente de la Suprema Corte y el Procu rador Fiscal, mien tras que los

demás Jueces de esa Corte perci bían 1,800 pesos. En la Corte de Apela ción 

el Presi dente y el Fiscal perci bían cada uno 1,200 pesos al año, mien tras

que los demás jueces 1,100. Los Justi cias Mayores tenían sueldo de 1,100

pesos, el Presi dente y el Fiscal, y 1,000 los otros Jueces. En compa ra ción,

en el Presu puesto de ese año, al Presi dente de la Repú blica se le asignó un

sueldo anual de 12,000 pesos. 

La Su pre ma Cor te de Jus ti cia

La Suprema Corte de Justicia estuvo compuesta de cuatro Jueces (un

Presi dente y tres vocales) desig nados por el Consejo Conser vador de ternas

some tidas por el Tribu nado. Duraban cinco años en sus funciones. Para ser 

Juez de este alto tribunal se requería estar en el pleno goce los dere chos

civiles y polí ticos, tener más de 30 años y ser propie tario de bienes raíces.

Ser Abogado no era un requi sito para esta alta posi ción, eviden te mente

porque aún no estaba orga ni zada esa profe sión, y sin univer sidad que

graduara estos profe sio nales, el país tenía que contar con “Letrados” prác -
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ticos. El requi sito de ser dueño de tierras no era inusual en ese entonces, y

en la Cons ti tu ción era también nece sario para ser legis lador, Presi dente de

la Repú blica y Dipu tado Provin cial. Inclu sive, para ser elector en elec ciones 

prima rias, la Cons ti tu ción exigía que se fuese propie tario o arren da tario de

tierras. Estos requi sitos, que fueron muy comunes en el pasado, restrin gían 

ciertos dere chos única mente a las personas que poseían tierras o pagaban

deter mi nado monto de contri bu ciones. Es el llamado “sufragio censi tario”

que se mantuvo en las cons ti tu ciones de la Primera Repú blica y vino a desa -

pa recer en 1865, tras la Restau ra ción.395

La Cons ti tu ción de 1844 y la primera Ley Orgá nica de los Tribu nales

fijaron las atri bu ciones de la Suprema Corte de Justicia.396 Lo que hoy

llamamos recurso de casa ción no estuvo clara mente esta ble cido como

función de la Suprema Corte, sino que se creó una forma indi recta para

anular senten cias de los tribu nales infe riores. Así vemos que se esta bleció

un recurso llamado de “nulidad” contra las senten cias defi ni tivas dadas en

última instancia por los tribu nales de apela ción. Además otra atri bu ción

fue la de “con el sólo interés de uniformar la juris pru dencia, y sin que su deci -

sión apro veche ni perju dique a las partes liti gantes, reformar las senten cias

dadas por todos los tribu nales y juzgados, pasadas ya en auto ridad de cosa

juzgada, que contengan algún prin cipio falso o errado, o adolezcan de algún

vicio esen cial”. Todavía más, había un recurso espe cial que se podía elevar a

la Suprema Corte contra senten cias suyas anulando senten cias de tribu -

nales infe riores, y en ese caso la sentencia conocía del fondo. Vemos pues

de este compli cado sistema, que había recursos de nulidad, recursos por

vicios esen ciales en las senten cias, y un tercer recurso contra senten cias de

la propia Suprema donde se conocía el fondo. Este último se parece al

“envío” actual, pero con la dife rencia de que era la propia Suprema Corte y

no otro tribunal que fallaba el caso. Se trata pues de una especie de recurso

de retrac ta ción.397
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La Cons ti tu ción y la primera Ley Orgá nica otor garon muchas otras

funciones a la Suprema Corte de Justicia como fueron: a) Consultar con el

Congreso en caso de dudas de los tribu nales sobre inter pre ta ción de las

leyes; b) Juzgar a los Secre ta rios de Estado, a los miem bros de ambos

Cuerpos Legis la tivos y los agentes diplo má ticos domi ni canos; c) Conocer

de las quejas de los diplo má ticos extran jeros bajo el “Derecho de Gentes”

(como se llamaba entonces el Derecho Inter na cional); d) Conocer sobre las 

contro ver sias resul tantes de contratos cele brados por el Poder Ejecu tivo; e)

Conocer los recursos de “quejas” contra las senten cias dictadas por tribu -

nales infe riores en casos alegados de omisión, dene ga ción o retardo

culpable en la admi nis tra ción de la justicia; f) juzgar causas de respon sa bi -

lidad contra los jueces; g) Conocer de las causas que la ley le pudiera atri -

buir sobre el Patro nato Ecle siás tico, es decir, sobre el derecho que el Estado 

tenía (o recla maba) de inmis cuirse en la desig na ción de Obispos y prelados

que, bajo el antiguo régimen español, era una atri bu ción del Rey y que la

Repú blica recla maba como suce sora de la corona espa ñola. 

Se nota, de la lectura de estas funciones, había en esa época ciertas

confu siones y poca claridad sobre las atri bu ciones prin ci pales de la Corte

Suprema, y varias de ellas pare ce rían contra dic to rias. Se obser vará que

hasta se esboza un tercer recurso ordi nario, puesto que en el recurso de

retrac ta ción se conoce el fondo, luego de que un caso hubiera pasado por la

primera instancia y por la apela ción.

Los jueces de la Suprema Corte de Justicia podían ser juzgados por el

Consejo Conser vador por tres causas: a) delito de trai ción a la Patria; b)

cohecho; c) mal desem peño en el ejer cicio de sus funciones.

Otras funciones adicio nales fueron asig nadas a la Suprema Corte de

Justicia, durante los primeros años de su exis tencia: Una ley de julio de

1845, dispuso que fuera la Suprema Corte quien desig nara a los Escri -

banos y a los Defen sores Públicos (que es como se llamaban entonces los

Abogados), lo cual se hacía previo examen. En 1851 la Suprema Corte

dictó su primer Regla mento Interno, en el cual se orga ni zaron el servicio

general, la distri bu ción de los casos, las audien cias, las funciones del
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Ministro Fiscal, del Secre tario, así como de los Abogados y Algua ciles. Se

regu laron las licen cias y vaca ciones y otros puntos de orga ni za ción interna

de ese alto Tribunal.398

Las Cor tes de Ape la ción

La Cons ti tu ción de 1844 y la primera Ley Orgá nica esta ble cieron una

sola Corte de Apela ción, con su asiento en la capital, pero de juris dic ción

nacional, encar gada de conocer los recursos de alzada contra las deci siones

de los Tribu nales Justi cias Mayores y en última instancia contra las senten -

cias de los Alcaldes Muni ci pales. Sus funciones incluían además: a)

conocer de las acusa ciones contra los Jueces Justi cias Mayores por el mal

desem peño de sus funciones; b) juzgar a los Jefes Supe riores Polí ticos (que

es como la Cons ti tu ción deno minó a quienes ahora llamamos Gober na -

dores Provin ciales); c) dirimir conflictos de compe tencia entre Jueces infe -

riores, en los casos de las juris dic ciones privi le giadas como lo eran la ecle -

siás tica, la militar y la comer cial. A los jueces de la Corte de Apela ción les

tocaba además visitar las cárceles bajo su juris dic ción, así como super visar

las labores de los tribu nales infe riores. 

Inicial mente hubo una sola Corte de Apela ción para todo el país, hasta

que en el 1852 la nueva Ley Orgá nica de ese año, creó una segunda Corte

de Apela ción, con asiento en Santiago y juris dic ción sobre todas las

provin cias de El Cibao.

Cuando se modi ficó por primera vez la Cons ti tu ción, en el 1854, en el

capí tulo sobre el Poder Judi cial quedaron elimi nadas las Cortes de Apela -

ción, y así, en la nueva Ley Orgá nica que se dictó al año siguiente, esas

Cortes no aparecen y esa situa ción perma neció sin cambio durante el resto

del período que termina en 1861 con la anexión del país a España. 
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Los Tri bu na les Jus ti cias Ma yo res

Ya se vio que la primera Ley Orgá nica dispuso la exis tencia de un

Tribunal Justicia Mayor en cada provincia, con lo que se esta ble cieron

cinco de ellos, uno en Santo Domingo, otro en Santiago, otro en La Vega,

uno en Azua y el último en El Seybo. Se compo nían de cinco jueces titu -

lares y tres suplentes, al igual que las Cortes de Apela ción. Su función fue

la de ser Jueces de Primera Instancia, y tuvieron plenitud de juris dic ción en

materia civil y criminal, así como comer cial (hasta tanto se esta ble cieran

los Tribu nales de Comercio). Cono cían igual mente asuntos conten ciosos

admi nis tra tivos y tribu ta rios (llamados “Casos de Hacienda”). Eran

también tribu nales de apela ción contra las senten cias dictadas por los

Alcaldes Muni ci pales en las mate rias donde los códigos permi tían la apela -

ción. Debían dirimir los conflictos de compe tencia surgidos entre los dife -

rentes Alcaldes Muni ci pales y resolver sobre las consultas que éstos les

hicieren. La Ley Orgá nica del año 1852 cambió la compo si ción de estos

tribu nales, esta ble ciendo que esta rían compuestos de un solo Juez y dos

Tenientes Justicia Mayor, es decir, que de tribu nales cole giados se convir -

tieron en uniper so nales, pero con “Tenientes” como suplentes del titular. 

En la Ley Orgá nica de los Tribu nales del año 1855 se le dieron a las

Justi cias Mayores el nombre de Tribu nales de Primera Instancia, para

ponerlos así en armonía con los códigos fran ceses, pero volvieron a ser cole -

giados, al quedar compuestos de un Juez Presi dente y cuatro Jueces titu -

lares. 

Los Alcal des Mu ni ci pa les

Al nivel infe rior del sistema judi cial, estaban los Alcaldes Muni ci pales,

que desem pe ñaban las funciones de los Jueces de Paz, bajo el régimen

haitiano, como estaba previsto en los códigos fran ceses que adop tamos.

Pero a dife rencia del sistema francés, y como una prolon ga ción del sistema

judi cial español, los Alcaldes Muni ci pales fueron miem bros del Ayun ta -
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miento y no formaban parte del Poder Judi cial. Eran electos bajo la Ley

sobre Ayun ta miento del año 1845.399 Estos Alcaldes eran esco gidos por

elec ción primaria por las Asam bleas Elec to rales de los respec tivos muni ci -

pios. Esa ley deter minó que duraban un año en sus funciones y podían ser

reele gidos. Ejer cían sus cargos sin remu ne ra ción, pero perci bían las

partidas que les concedía la Tarifa o Arancel Judi cial por los actos de su

minis terio judi cial. En las ciudades cabe ceras de Provincia había dos

Alcaldes, pero las funciones judi ciales las ejercía el de primera elec ción. En

las demás había un solo Alcalde.

Los Alcaldes Muni ci pales, en sus atri bu ciones judi ciales, cono cían de

las mate rias civiles hasta 100 pesos, sin apela ción, y con cargo a apela ción

por sumas mayores. Cono cían también en materia penal los asuntos de

simple policía y de policía muni cipal. Igual mente en materia criminal, el

Alcalde era quien prepa raba el sumario de los casos que se llevaban ante el

Tribunal Justicia Mayor corres pon diente. 

La Con ci lia ción y El Arbi tra je

Se hizo obli ga torio bajo la primera Ley Orgá nica, que para todos los

casos en que la ley permitía la tran sac ción, se inten tara resol verlo mediante

la conci lia ción y el arbi traje. El proceso de conci lia ción era un recurso

previo nece sario para poder litigar en los casos seña lados. El proceso se

llevaba a efecto en dos etapas. En la primera, de conci lia ción, cada parte

desig naba un Arbitro, y los dos, junto al Alcalde Muni cipal, trataban de

conci liar las dife ren cias entre ellas. Si no había conci lia ción, se iba a la

segunda parte que era el Arbi traje. La deci sión de los Árbi tros debía ser

objeto de un exequátur por parte del Alcalde, si el asunto era de menor

cuantía, y por el Justicia Mayor si pasaba de 300 pesos. Estaba permi tida la 

apela ción.400 En la Ley Orgá nica del año 1848 se mantu vieron ambos

procesos, dispo niendo que las partes podían previa mente renun ciar a juicio
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de tribu nales y acordar llevar sus dife ren cias ante el Arbi traje, que dicha ley

reguló. 

Los Tri bu na les o Con su la dos de Co mer cio

Para ajustar la orga ni za ción judi cial domi ni cana a los códigos fran ceses, 

en 1852 se dictó la ley esta ble ciendo los Tribu nales o Consu lados de

Comercio. Estos tenían la misma cate goría que los Tribu nales Justi cias

Mayores, estaban compuestos de un Presi dente, dos Jueces y dos suplentes.

Se crearon uno para la capital de la Repú blica y otro para Puerto Plata. Los 

cargos de Jueces eran hono rí ficos. Debían conocer “priva ti va mente de todas

las causas y nego cios que les están atri buidas por el Código de Comercio en

vigor en la Repú blica, a los tribu nales del comercio en Francia”. Se esta bleció

el recurso de apela ción contra las senten cias de estos tribu nales de

comercio, que se elevaba ante los Tribu nales de Apela ción. Para ser Juez de

estos tribu nales era nece sario ser “comer ciante consig na ta rios al por mayor o

de detalle en seco”. Por lo tanto, era un tribunal de comer ciantes para juzgar

a comer ciantes. Eran desig nados al igual que los demás jueces del sistema

judi cial, pero duraban dos años en sus funciones.401 Su condi ción de

comer ciantes los ponían frecuen te mente en difi cul tades por tener inte reses 

directos en los asuntos venti lados. Así vemos que el Tribunal de Comercio

de Puerto Plata en 1854 estaba compuesto por los señores Dubocq, Pujols

y Aracena y que en un caso sobre avería de un barco, la mercancía venía

consig nada a Dubocq y a Pujols, y el litigio surgido sobre esa incom pa ti bi -

lidad, llegó hasta la Suprema Corte.402

En el año 1856 se realizó un cambio radical en rela ción con estos

Tribu nales de Comercio, cuando se eliminó el de Puerto Plata y se creó uno 

para Santiago. Se amplió a tres el número de jueces, pero todos eran desig -

nados por el Presi dente de la Repú blica, esco gidos igual mente entre los

comer ciantes. Por lo tanto quedaron fuera del sistema de desig na ción de los 
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demás Jueces, que como vimos eran nombrados por el Poder Legis la tivo.

Los recursos de apela ción en esta nueva ley del 1856 debían elevarse ante la 

Suprema Corte de Justicia.403

Los Jue ces de Re si den cia

Se recor dará que durante la Época Colo nial espa ñola, la Corona desig -

naba frecuen te mente “Jueces de Resi dencia”, cuya misión era inves tigar y

juzgar las actua ciones de los Funcio na rios y Jueces al término de sus

funciones. Eran quienes cono cían de las quejas de las personas que se

sintieran afec tadas por actos reali zados por Gober na dores, Jueces, Oidores

y todos los demás miem bros de la buro cracia colo nial. Sus juicios conlle -

vaban un arqueo de las actua ciones finan cieras del funcio nario saliente.

Este sistema no lo copió la orga ni za ción judi cial haitiana, pero los domi ni -

canos, reme mo rando la época espa ñola, le dieron este nombre a una

especie de inves ti ga dores, bajo el Art. 22 de la primera Ley Orgá nica. No

eran real mente Jueces, ni eran perma nentes, sino inspec tores judi ciales que 

podían ser desig nados por el Presi dente de la Repú blica. Su única función

era la de “asegu rarse en toda la exten sión de la Repú blica, de la exac titud en la

obser vancia de las leyes, sin que estos Jueces o comi sio nados puedan en ningún

caso imponer pena alguna, sino hacer infor ma ciones suma rias para dar cuenta

al Presi dente de la Repú blica, a fin de que éste pueda tras mitir las quejas a los

Tribu nales hábiles para conocer de los abusos que hubiere obser vado”. 

En 1848, ante la queja de que los casos judi ciales no se sustan ciaban

con la cele ridad nece saria, el Poder Ejecu tivo dictó un Decreto desig nando

sendos Jueces de Resi dencia en cada provincia, con instruc ciones de que

“hagan las infor ma ciones de derecho sobre la admi nis tra ción de la Justicia de

los Tribu nales Justi cias Mayores y Alcaldes de sus respec tivas Provin cias, y

den cuenta de su resul tado, sin que por esto se para lice el curso de la justicia”.

Esos jueces fueron Manuel Joaquín Del Monte para Santo Domingo,
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Telés foro Objío para Azua, Juan Rosa Herrera para El Seybo, Idel fonso

Mella para La Vega y Santiago Espai llat para Santiago.404

Los Con se jos de Gue rra o Tri bu na les Mi li ta res

Debido a la mili ta ri za ción del país a causa de la guerra que Haití inició

para recu perar la parte Este de la Isla, perdida en febrero de 1844, el tema

militar fue crucial en esos primeros años de la Repú blica. La Fuerza

Armada Domi ni cana fue orga ni zada y se ordenó la cons crip ción de todo

ciuda dano de entre 15 y 40 años de edad. La Justicia militar por lo tanto

tomó de inme diato un papel impor tante en la vida de la nueva Nación.

Recor demos que por el célebre Art. 210 de la Cons ti tu ción, se permitió

al Presi dente de la Repú blica actuar con toda libertad y sin respon sa bi lidad

durante el conflicto domi ni co-haitiano y que el país estuvo bajo la ley

marcial desde que se iniciaron las hosti li dades.

En enero de 1845, el Presi dente Santana dictó un Decreto creando las

“Comi siones Mili tares para Juzgar a los Cons pi ra dores” y se esta bleció el

meca nismo de deten ción, prueba, juicio y condena para esos casos, que

como sabemos, se utilizó no sólo para los procesos de espio naje o trai ción,

sino para eliminar a los enemigos polí ticos de Santana.

Este Decreto esta bleció 4 Comi siones (Santo Domingo, Santiago,

Azua y Puerto Plata) cada una compuesta por siete oficiales como Jueces, y

otro como Fiscal. Los casos que esas Comi siones Mili tares cono cían y

juzgaban eran muchos, y de variado tipo. Se destacan: “el espio naje, la

comu ni ca ción con el enemigo, verbal o escrita, los pasquines y anónimos difa -

ma dores, los papeles y cartas sedi ciosas, las noti cias divul gadas de mala fe

para extra viar y corromper la opinión pública, las conver sa ciones tenden ciosas

y que inspiren la idea del resta ble ci miento de la escla vitud, el escán dalo a la

moral pública, la turba ción de actos reli giosos y contra los minis tros del culto

cató lico, la cons pi ra ción, infi de li dades ataque inju rioso de palabra o por escrito

contra los actos del gobierno o de empleados públicos, el complot o maqui na ción
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para armar los ciuda danos unos contra otros, la exci ta ción a la guerra civil,

tras tornar el orden esta ble cido o derribar el gobierno”.405

Este decreto dispuso que la prueba some tida contra los acusados fuere
“a verdad sabida y fe guar dada”, o sea sin que se pudiera refutar los alegatos
y con sólo denun cias. Las penas se dictaban sin recurso de apela ción
posible y sólo en los casos de pena de muerte, podía el conde nado elevar un
pedido de gracia al Gobierno. El Presi dente Santana utilizó estos juicios
suma rios para eliminar a sus contrin cantes polí ticos, como fue el caso de
María Trinidad Sánchez en 1845 y de los hermanos Gabino y José Joaquín
Puello en 1847.

En julio de 1845 se dictó un amplio y deta llado “Código Penal Militar”,
compuesto de 7 títulos y 254 artículos, que esta bleció todo el sistema de
justicia militar, la compo si ción de los tribu nales y la forma de proceder ante 
ellos; así como la policía militar, los hechos puni bles, los crímenes y delitos
mili tares, el proce di miento a seguir, las penas, los recursos, la reha bi li ta -
ción, y todos los demás aspectos de justicia militar para un país en
guerra.406

Fue un código severo y arbi trario, en el cual, bajo la excusa de la emer -
gencia nacional, se podían violar todos los dere chos consa grados en la
Cons ti tu ción. Este código no sólo se aplicó a los mili tares, sino que
también se extendía a civiles cuando en una loca lidad se hubiere decla rado
el Estado de Sitio, o cuando un civil fuese encon trado en contu bernio con
el enemigo.

Los Abo ga dos, Jue ces, Fis ca les y Mi nis tros

Se observó ya, que durante el período 1822-1844, los funcio na rios y

Jueces de la parte Este no fueron haitianos, sino en su mayoría nativos de

esa parte de la Isla; pero la cantidad de personas con capa cidad para ocupar

cargos en la judi ca tura era muy poca. Consta que al final del período

haitiano, hubo en Santo Domingo sólo doce “Defen sores Públicos” y de
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ellos ocho eran de apellido domi ni cano.407 Ellos fueron: Manuel 

María Valencia, Juan Nepo mu ceno Tejera, Pedro Pablo

Bonilla, Juan de Dios Correa y Cruzado, Felipe Calero, José

Lavan dería, Manuel Vicente Moscoso y L. Legui zamón.

Como la Univer sidad había estado cerrada tantos años, los

Abogados no eran titu lados, sino prác ticos y habían obte -

nido su auto ri za ción para postular bajo la Ley Orgá nica de

los Tribu nales de Haití. Al poco de esta ble cerse la Repú blica,

en julio de 1845 una ley dispuso que los Defen sores Públicos

debían someter a la Suprema Corte un Certi fi cado llamado

“de vita et moribus” (vida y costum bres) dado por el Ayun ta -

miento Muni cipal corres pon diente, para que fueran confir -

mados y auto ri zados a postular en Justicia.408

Poste rior mente se fueron incor po rando nuevos Abogados, entre ellos

impor tantes perso najes de nuestra vida polí tica de entonces como Fran -

cisco Sánchez Del Rosario, Manuel Aybar, Pedro De Castro, Félix María

Del Monte y Manuel María Del Monte, cuyas actua ciones como “Defen -

sores Públicos” aparecen en las senten cias de la época.409 Otros Defen sores

Públicos de la Primera Repú blica fueron Apolinar De Castro, Nicolás

Ureña, Remigio Del Castillo, Pedro Pina, Beningo Del Castillo y Ricardo

Cami nero.410

Entre 1844 y 1859 se inscri bieron como Defen sores Públicos 40

ciuda danos, según una lista elabo rada en el siglo XX, por la Univer sidad de

Santo Domingo.411 En la Revista Judicial del año 1908, aparece una lista

de los Defen sores y Abogados desde el 1840 hasta ese año 1908 donde

figuran los ya citados arriba más otros.412
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Hay cons tancia del control que los tribu nales mante nían sobre la

conducta de los Defen sores Públicos: En una biografía de Fran cisco

Sánchez Del Rosario, donde aparecen algunos de los casos que dicho

prócer defendió, se menciona una causa disci pli naria en contra suya porque 

“no ha obser vado las consi de ra ciones debidas a la Magis tra tura”. Sánchez fue 

objeto de una sentencia de la Corte de Apela ción de Santo Domingo el 28

de abril de 1859, que, en Cámara de Consejo, dispuso: “Declara que el señor 

Fran cisco del Rosario Sánchez, uno de los defen sores públicos de los del número 

de este Distrito Judi cial queda suspenso de sus funciones minis te riales por el

término de un mes a contar de esta fecha; esto es por provi sión a título de dispo -

si ción disci pli naria y de policía inte rior por las faltas de irre ve ren cias y otros

desca rríos que ha come tido contra la magis tra tura en el pleno ejer cicio de sus

funciones o a la ocasión de ese ejer cicio, y conde nán dole a las costas precisas de

noti fi ca ción en debida forma.413

Por ser Sánchez un perso naje de impor -

tancia, los histo ria dores se han ocupado de su

vida como abogado y al efecto aparecen listas de

los casos en que figura como Abogado

Defensor, desta cán dose un caso de homi cidio

come tido por un esposo que encontró a su

cónyuge en posi ción compro me te dora con un

amigo en el hogar conyugal, y quien mató a los

dos. En el juicio, Sánchez hizo una brillante

defensa del acusado y logró que los descar garan.

Otros casos que Sánchez defendió fueron sepa -

ra ción de bienes y cuerpos, insu bor di na ción de

un soldado que fue juzgado en el Consejo de

Guerra, sedi ción y otros casos donde él defendió 

a personas enemigas del Gobierno de Santana,

lo que entre otras razones, lo llevó al exilio.414
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En 1853 una ley prohibió que los Defen sores Públicos postu laran ante

los Alcaldes Muni ci pales y se restringió el número de ellos a diez en Santo

Domingo, seis en Santiago, y cuatro en cada una de las ciudades de La

Vega, Azua y El Seybo. 

En 1847 se dictó la primera Ley de Aran celes Judi ciales, la cual esta -

bleció los montos que podían cobrar los Alcaldes, Algua ciles, Secre ta rios,

Expertos, Guar dianes, Testigos, Depo si ta rios, Abogados y Escri banos.415

En cuanto a los Jueces, mien tras no se dictó la primera Ley Orgá nica de 

los Tribu nales, siguieron actuando los que habían estado en funciones al

final del período haitiano, pero cuando esa ley se promulgó en junio de

1845, de inme diato se puso en ejecu ción el meca nismo de elec ción de los

jueces de los tribu nales nacio nales, que eran desig -

nados por el Consejo Conser vador de ternas some -

tidas por el Tribu nado.

En la selec ción hecha por este último cuerpo

legis la tivo en fecha 13 de junio de 1845, se esco -

gieron los siguientes jueces para nuestra primera

Suprema Corte de Justicia: Manuel María Valencia

como Presi dente, Juan Nepo mu ceno Tejera,

Domingo A. Rodrí guez y Manuel Joaquín Del

Monte como jueces. Valencia rechazó el cargo de

Presi dente, y en su lugar, fue selec cio nado algunos

días después Domingo De la Rocha. También en la

sesión de junio 13, 1845, El Consejo Conser vador

escogió los Jueces de la Corte de Apela ción y los de

los Tribu nales Justi cias Mayores de Santo Domingo, 

Santiago, La Vega, Azua y El Seybo.416

La ya citada Ley Orgá nica de 1845 en su artículo 18 esta bleció la vesti -
menta de los Jueces y otros miem bros del Poder Judi cial, decla rando que
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lleva rían trajes negros y con sombrero “apun tado”. Los Jueces debían llevar
espada con cabo de plata. Los de la Suprema Corte además debían usar un
ceñidor negro con franja de los colores nacio nales. Los miem bros del
Minis terio Público vestían calzón blanco, casaca azul, boto na dura plateada 
con las armas de la Repú blica y sombrero apun tado con torzales de grano
grueso. Cada rango llevaba cuello con bordados de plata pero de dife rente
estilo según el tribunal. 

En la primera Ley de Gastos Públicos de la Nación, la de 1846, en la
rama de Justicia e Instruc ción Pública se fijaron los sueldos de los Jueces,
Fiscales, Secre ta rios, Algua ciles y porteros, así como los de los Alcaides de
las Cárceles. Aunque como vimos los Alcaldes Muni ci pales no tenían
sueldo, sí se fijaron sueldos en esa ley para sus Secre ta rios.

La escasez de personas cali fi cadas para ocupar las posi ciones en el
Estado, hizo que se rotaran prác ti ca mente los cargos, y una persona es un
día Juez, otro día pasa a Ministro y luego aparece como Legis lador. Los
nombres se repiten. Por ejemplo, los primeros Minis tros de Justicia e
Instruc ción Pública fueron Tomás Boba dilla entre 1844 y 1846, Manuel
María Valencia entre 1846 y 1848, Domingo De la Rocha en 1848, José
María Cami nero y Manuel Joaquín Del Monte en 1849, Juan Nepo mu -
ceno Tejera en 1845 y Félix María Del Monte en 1856.417

Estas mismas personas ocuparon cargos tanto en el Poder Judi cial como 
en el Legis la tivo y el Ejecu tivo durante la primera Repú blica. Está el caso
de Manuel María Valencia quien fue electo como primer Presi dente de la
Suprema Corte en 1845 aunque renunció ense guida. Tejera fue miembro
del Consejo Conser vador en 1845. Cami nero fue miembro de la Junta
Central Guber na tiva en 1844 y el primer Presi dente de la Corte de Apela -
ción en 1845.

En cuanto a Tomás Boba dilla, ocupó prác ti ca mente todos los cargos
posi bles tanto durante el Período Haitiano como en la Primera Repú blica,
siendo el primer Presi dente de la Junta Central Guber na tiva en 1844,
Presi dente de la Suprema Corte en 1851, miembro del Tribu nado en 1847 
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y final mente como Presi dente del Senado en 1855 y
1859, habría iniciado su vida pública en la España Boba, y 
la concluyó siendo Juez de la Real Audiencia durante la
Anexión a España.

Así suce si va mente, vemos los saltos entre los escasos
Letrados de la época, en las más diversas posi ciones
oficiales y ocupán dolas por algunos meses, habida cuenta
de lo corto que fueron los gobiernos de este período. Esto
natu ral mente impidió que hubiera una carrera judi cial en
la Repú blica. 

Del Mi nis te rio Pú bli co

Siguiendo el sistema francés que se recibió vía Haití, la Cons ti tu ción y
la Ley Orgá nica de los Tribu nales dispu sieron que ante los diversos tribu -
nales, salvo en las Alcal días Muni ci pales, hubiera un repre sen tante del
Minis terio Público. El que actuaba en la Suprema se le deno minó indis tin -
ta mente “Procu rador Fiscal” o “Agente del Minis terio Público”, en la Corte de 
Apela ción su nombre era “Agente del Poder Ejecu tivo” y en los Tribu nales
Justi cias Mayores era de “Procu rador Fiscal”. Todos fueron desig nados por
el Poder Ejecu tivo.

Según la Ley Orgá nica, sus funciones eran: “repre sentar en todas las
causas crimi nales some tidas al tribunal, aunque haya parte civil; y en las
civiles, siempre que inte rese la causa a la Hacienda Pública, o a la defensa de la
juris dic ción civil, a los menores o personas que deban ser repre sen tadas por
tutores o cura dores, y gene ral mente en todas las causas que inte resen al orden
público”. 418  Uno de los primeros Fiscales de la Repú blica fue el prócer
Fran cisco Sánchez Del Rosario, desig nado en 1849 Procu rador Fiscal del
Tribunal de Apela ción de Santo Domingo.419

Entre los Procu ra dores Gene rales de la Repú blica en ese período

podemos mencionar a Manuel Joaquín Del Monte y Jacinto De Castro.
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Los Fiscales ante el Tribunal Justicia Mayor de Santo

Domingo, fueron Esteban De Mesa, Pedro Garrido, José

María Pérez, entre otros.

Los Algua ci les, Se cre ta rios y de más em plea dos ju di cia les

Todos los tribu nales de la Repú blica tenían asig nados sus
Algua ciles, así como Secre ta rios. En los presu puestos de los
primeros años tras la inde pen dencia, aparecen deta lladas las
partidas de sueldos de esos funcio na rios judi ciales: Para el año 
1857, el Secre tario de la Suprema Corte ganaba 500 pesos al 
mes, los de los Tribu nales de Primera Instancia y Tribu nales de 
Comercio 300, los de las Alcal días 200 pesos al mes.

En cuanto a los Algua ciles el de la Suprema Corte percibía
100 pesos al mes, los Algua ciles de los Tribu nales de Primera
Instancia ganaban 100 pesos.420 Los Algua ciles además perci -
bían los emolu mentos que les indi caba la Ley de Aran celes Judi ciales. Por
ejemplo, la ley de 1847 esta blecía unos hono ra rios de 50 centavos por
inscribir un rol de audiencia, y un peso por cual quier noti fi ca ción. Para
embargos cobraban 4 pesos.421

En los poblados muy pequeños, donde los tribu nales care cían de
Alguacil, se permitió que algún Militar hiciera sus veces, noti fi cando actos
minis te riales.422 En esos pueblos pequeños, donde el presu puesto no alcan -
zaba para cubrir los cargos judi ciales normales, consta que perma ne cían
vacantes los cargos de Vendu teros Públicos, Escri banos, Agri men sores,
entre otros. 

Los Ju ra dos

Como adop tamos los Códigos Fran ceses, en materia criminal teníamos

que esta blecer los Jurados para decidir sobre la culpa bi lidad o no de los
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acusados. Ese sistema era desco no cido en la legis la ción espa ñola que nos

rigió por siglos, y aunque existió en la legis la ción haitiana se aplicó sólo a

partir de 1826 y muy preca ria mente. La crea ción de Jurados trajo de inme -

diato un mayúsculo problema en la admi nis tra ción de la Justicia y no fue

fácil resol verlo.

En septiembre de 1846 el Presi dente Santana emitió un Decreto dispo -

niendo que como no se habían esta ble cido aún los Jurados que mandaba el

Código de Proce di miento Criminal, los acusados de robo no habían podido 

ser juzgados y se pasaban más tiempo en cárcel preven tiva que lo nece sario,

o se libe raban sin pasarles juicio. Para ello dispuso como medida provi -

sional, que los casos de robos crimi nales se juzgaran ante los Tribu nales

Justi cias Mayores pero sin la parti ci pa ción de jurados.423

Fue sólo cuando se dictó en 1848 una nueva Ley Orgá nica de los Tribu -

nales, que un capí tulo entero de la misma se dedicó a orga nizar los “Juros

Provin ciales”. Esos orga nismos estu vieron compuestos de siete indi vi duos

esco gidos por las Dipu ta ciones Provin ciales (órganos legis la tivos de las

provin cias bajo la Cons ti tu ción de 1844), de las listas que apare cían en los

cole gios elec to rales.

Cuando un caso criminal era sustan ciado por el Fiscal, se sometía a

juicio por ante el Tribunal Justicia Mayor, y en presencia del jurado, el cual

al final del proceso recibía del Juez esta pregunta: “El hecho de que está

preve nido N cons ti tuye o no crimen delito o contra ven ción? Este mismo hecho a 

que clase perte nece?” Reunido el Jurado en Cámara de Consejo, tomaba en

secreto su deci sión sobre la culpa bi lidad o incul pa bi lidad del acusado. Si se

decla raba la culpa bi lidad, el Juez era quien imponía la pena. La deci sión de

ese Jurado era sobe rana y no sujeta a revo ca ción. 424

Pero el sistema de Jurados resul taba compli cado, pues era difícil encon -

trar siete personas serias, impar ciales, y dispuestas a trabajar gratui ta mente 

en las dife rentes comunes donde había Tribu nales Crimi nales. Con escasa
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pobla ción, era casi impo sible encon trar personas aptas y que además “no

podían ser parientes o aliados por consan gui nidad o afinidad hasta el cuarto

grado civil” entre sí, y con los Jueces y Fiscales, como exigía el Art. 5 de la

Ley Orgá nica de 1848. Hubo muchas difi cul tades para reunir sufi cientes

jurados, y fueron elimi nados por una Ley del año 1849. Se hizo otro

intento en una ley espe cial del año 1852, supri midos en el año 1855, rees -

ta ble cidos breve mente en el 1857 y final mente elimi nados en la Ley de

Orga ni za ción Judi cial de ese mismo año, en la cual se esta ble cieron los

Jueces de Instruc ción. 

Los pro y los contra al esta ble ci miento de Jurados para casos crimi nales

fue objeto de debates en la naciente Repú blica. Así, que en 1854, cuando

se iba a modi ficar la Cons ti tu ción, el jurista Juan N. Tejera, quien fuera El

Ministro de Justicia y Juez de la Suprema, en un Informe a la Cons ti tu -

yente, se declaró favo rable al mante ni miento de los jurados, con estos

términos: “La insti tu ción de los jurados, prin ci pal mente en las causas crimi -

nales se han repu tado por los publi cistas más escla re cidos como la más pode -

rosa garantía contra la arbi tra riedad del poder judi cial. Esta es una verdad tan

patente que no nece sita demos tra ción, siendo sufi ciente por sí sola el hecho de

haberse adop tado en todos los pueblos verda de ra mente libres donde ha produ -

cido los mejores resul tados. Quien puede desco nocer que es una salva guardia

para la inocencia y una prenda segura del acierto en que un número deter mi -

nado de vecinos que no estén avezados a juzgar preve nidos contra el proce sado

declaren lo que sus concien cias les dicta con vista de las pruebas y alega ciones

sobre la culpa bi lidad del proce sado? Se redar guirá que no estamos bastante

adelan tados para adoptar esta bené fica insti tu ción; más si en este estado de

atraso se consi dera conve niente depo sitar el Poder Judi cial en un corto número

de indi vi duos a quienes se supone capaces de acertar, con más razón podrá

hacerse igual depó sito en un número más crecido. A lo que se agrega que no se

buscan grandes cono ci mientos en el jurado sino rectitud y que emitan simple -

mente el dictado de su conciencia”.425
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Pero por otro lado, con los pies más en la tierra, el Ministro de Justicia,

Félix María Del Monte decla raba en su Memo rial anual de 1857, en

cuanto al Jurado en materia criminal que: “Suce si va mente se ha ensa yado a

revivir la insti tu ción que apenas plan teada ha vuelto a perecer porque llenaba la

condi ción preciosa que la había dictado: ¡la economía de la sangre humana!”.

Queriendo con esto decir que no había personas sufi cientes para ocupar los 

cargos de Jurados en los juicios crimi nales. 426

Final mente como vimos, desde el 1857, los Jurados desa pa re cieron,

hasta hoy, del sistema de Justicia Criminal en Repú blica Domi ni cana.

La Jus ti cia y sus Pro ble mas

Muchos fueron los problemas que confron taron nues tros primeros

Jueces y Abogados; todos graves y de difícil solu ción. Aparte de ello, el tema 

“judi cial” no era prio ri tario para nues tros primeros gober nantes, abru -

mados como estaban en una Guerra de Indepen dencia contra los haitianos, 

la carestía de fondos para el manejo del Estado, la falta de expe riencia, la

carencia de leyes y prece dentes, entre otros. 

Por lo pronto, en la primera Ley de Gastos Públicos para el año fiscal

julio 1845-junio 1846, con un total de gastos de $1,179,898 pesos,

asignó al Poder Judi cial la suma de $55,920, o sea un 3% del total. El

grueso de ese presu puesto nacional (56%) se destinó al Depar ta mento de

Guerra y Marina. Como dato curioso apun tamos que ese mismo presu -

puesto asignó la suma de 750 pesos para la traduc ción al español de los

Códigos Fran ceses.427

El segundo problema fue el de la legis la ción. Habiendo tenido los

Códigos Haitianos por más de dos décadas, y siendo éstos una copia de los

Códigos Fran ceses, se optó por utilizar estos últimos.428  Pero no había
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versión en español de los mismos, y se tuvieron que utilizar los textos fran -

ceses. Esto se oficia lizó, como se señaló ante rior mente mediante una

dispo si ción del 4 de julio de 1845, que decía: textual mente: “Art. 1.- Desde 

la publi ca ción del presente decreto se obser varán en todos los tribu nales de la

Repú blica Domi ni cana los Códigos fran ceses de la Restau ra ción, con las modi -

fi ca ciones que contiene la ley orgá nica para los Tribu nales de ella. Art. 2.- Todos 

los tribu nales de la Repú blica arre glarán a esa legis la ción sus actos y deci siones, 

siempre que no se opongan ni a la Ley Funda mental ni a las leyes domi ni canas

en vigor, sin que puedan valerse de otra alguna hasta nueva dispo si ción”.429

Los incon ve nientes de usar códigos en lengua extraña se hicieron

evidentes desde el primer momento. En su primer Mensaje anual al

Congreso, en marzo de 1846, el Presi dente Pedro Santana expuso: “La

admi nis tra ción de justicia sigue la marca trazada por la ley Orgá nica de 11 de

junio del año pasado, aunque rodeada de esco llos que presenta una legis la ción

escrita en idioma extran jero, y ciertas medidas que no son fáciles de conci liar

con nues tros usos y costum bres”. A su vez, en la Memoria anual al

Congreso, el Ministro de Justicia e Instruc ción Pública Tomás Boba dilla,

decla raba: “La Alta Corte de Justicia tropezó con el incon ve niente que repre -

senta la obser va ción de los Códigos Fran ceses de la Restau ra ción, mandando a

observar en los Tribu nales de la Repú blica por decreto del Congreso de 4 de julio

del año pasado, sobre las multas que aplica dicho Código, calcu ladas en

moneda fran cesa, y esto dio lugar al decreto de 19 de septiembre del mismo año, 

en que se mandó cobrar las multas a razón de 25 centavos moneda del país, por 

cada franco, hasta que la primera legis la tura deter mine sobre la materia”.430

Esa queja se repetía insis ten te mente cada año, y leemos en la Memoria

del año 1847, que el Ministro de Justicia amar ga mente se quejaba con

estas inte re santes frases: “La admi nis tra ción de la Justicia se encuentra entor -

pe cida y casi para li zada por una razón bien clara y persua siva, porque el

carácter, educa ción y costumbre de este pueblo, que nos son bien cono cidas, no

pueden acomo darse en la prima vera de su inde pen dencia con la legis la ción
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adop tada, sin la concu rrencia, a los menos, de aque llas modi fi ca ciones que

guarden perfecta armonía con las circuns tan cias. Francia es el día de hoy el

termó metro de la ilus tra ción europea, porque en los pueblos anti guos las

costum bres forman leyes, en tanto que en los nuevos éstas son la obra de las

costum bres y deben limi tarse a despojar al hombre de las groseras imper fec -

ciones que adolece en el estado primi tivo, cuando solo obedece a la voz del mero

instinto y a las suges tiones del egoísmo sin entrar en aque llos porme nores que

supone mayor adelan ta miento en la carrera de la civi li za ción. Es fuerza pues

que de tan pode rosas razones, es nece sario que las leyes se acomoden a la capa -

cidad de los que las ejecutan y deben obede cerlas”. El autor de estas agudas

frases es Ricardo Miura, Ministro inte rino de Justicia en el año 1847.431

Los cam bios ju di cia les en la Pri me ra Re pú bli ca

Durante los 16 años que duró la Primera Repú blica (1844 a 1861) se

dictaron siete Leyes Orgá nicas (1845, 1848, 1849, 1852, 1855, 1857 y

1858). Todas fueron textos largos que se iban ampliando y haciendo más

complejos con el tiempo. Esto se debió, primero a que la Orga ni za ción

Judi cial se fue perfec cio nando y se fueron corri giendo los errores y

omisiones de las primeras leyes, pero prin ci pal mente, a que no fue de golpe

sino poco a poco que se fueron apli cando las dispo si ciones de los Códigos

de Proce di miento Civil y de Instruc ción Criminal. La estre chez econó mica 

del Gobierno, junto con la escasez de personas idóneas, dieron por resul -

tado que los compli cados proce di mientos de los Códigos Fran ceses no se

pudieran aplicar de una vez, ni en toda su exten sión. Por lo tanto, sólo a

medida que se conso li daba la Repú blica, y el peligro haitiano se alejaba, fue

que nues tros legis la dores pudieron ir intro du ciendo al régimen jurí dico

nacional, los meca nismos que preveían dichos códigos.

Vimos así que el sistema de Jurados no se implantó desde el prin cipio y

aún sin esto, fue muy precario, teniendo que aban do narse defi ni ti va mente

en el 1855. Los Jueces de Instruc ción previstos en el Código de Proce di -
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miento Criminal no se esta ble cieron sino en el año 1855, y mien tras

tanto, vimos que diversos esta mentos del sistema actuaron en su lugar,

como el caso de los Alcaldes Muni ci pales.

Los Tribu nales Justi cias Mayores que inicial mente eran cole giados, en

1852 se volvieron uniper so nales, para luego volver a ser cole giados bajo la

Ley Orgá nica del año 1855, pero ya con el nombre de Tribu nales de

Primera Instancia. 

Varias fueron las dispo si ciones que en ese lapso se dictaron para ir

estruc tu rando el Poder Judi cial, entre las cuales mencio namos las

siguientes: a) Mediante varias dispo si ciones, se pusieron en moneda

nacional las multas, costas, aran celes, depó sitos y demás previsiones en

dinero, que en los códigos estaban en moneda fran cesa.432 b) Se regla -

mentó el apremio corporal por deuda que estaba esta blecido por el Código

de Proce di miento Civil para que sólo se apli cara a deudas supe riores a 500

pesos y no podía pasar de 24 meses, estando obli gado el acreedor a

mantener a su deudor mien tras estu viera en prisión.433 c) Se dispuso que

mien tras no se crearan las Oficia lías Civiles, las actas del Estado Civil

debían estar a cargo de los Alcaldes Muni ci pales, requi riendo que los matri -

mo nios reli giosos tenían que estar prece didos de uno Civil.434 En 1849

una ley dispuso que en caso de inhi bi ción de Jueces, o de no estar completo

un tribunal, se podía completar con Jueces de otro tribunal que no hubiere

cono cido del caso o por un Defensor Público ajeno al caso.435 e) En 1853

una ley aclaró que el sistema judi cial domi ni cano comprendía tres grados

ordi na rios de juris dic ción, puesto que en algunos recursos ante la Suprema

Corte, ésta conocía del fondo de casos que hubieren tenido su primera

instancia ante los Tribu nales de Primera Instancia, un recurso de alzada

ante las Cortes de Apela ción, y uno final ante la Suprema Corte.436
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En 1857 una ley abrogó los primeros 58 artículos del Código de Proce -

di miento Civil y los susti tuyó por una serie de dispo si ciones tocantes al

Proce di miento Civil ante los Alcaldes. Se quiso con esta ley simpli ficar este 

proce di miento, que en la legis la ción fran cesa era lento y compli cado, de

difícil apli ca ción en nues tros pequeños pueblos, cuyos habi tantes eran

gene ral mente de poca cultura y muchos de ellos total mente anal fa betos.437
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EL PODER JUDICIAL EN LA
PRIMERA REPÚBLICA

Se gun da Par te

Los Có di gos

Tras dictarse la Ley Orgá nica de los Tribu nales, en junio de 1845, otra

dispo si ción legis la tiva declaró en vigor los Códigos Fran ceses. Esta

segunda ley indi caba que la versión de esos códigos sería los “Códigos Fran -

ceses de la Restau ra ción”. Estos no eran los códigos origi nales, sino los que

se promul garon en 1815 cuando, luego de la caída de Napo león, en

Francia se “restauró” la monar quía de los Reyes de la dinastía Borbón. En

esa ocasión, los Códigos Napo leó nicos fueron modi fi cados, y esos nuevos

textos fueron los que adoptó la Repú blica Domi ni cana. La ley sin embargo

explicó que esos códigos se dictaban “con las modi fi ca ciones que contiene la

ley orgá nica para los Tribu nales”. El segundo artículo de esta ley indi caba

que “Todos los Tribu nales de la Repú blica arre glarán a esa legis la ción, sus actos 

y deci siones, siempre que no se opongan ni a la ley funda mental ni a las leyes

domi ni canas en vigor, sin que puedan valerse de otra alguna hasta nueva dispo -

si ción”.438

Por lo tanto, los primeros Códigos Domi ni canos fueron los fran ceses de

1815, pero con los cambios que tanto la Cons ti tu ción como las leyes

habían intro du cido, en espe cial, los que la Ley Orgá nica había esta ble cido

en lo tocante a la Orga ni za ción Judi cial.
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Se quiso de inme diato resolver el grave problema de tener la legis la ción

básica del país en un idioma extran jero. Así vemos que en el primer Presu -

puesto Nacional, del año 1846, se consignó la suma de 750 pesos para “un

escri biente para la traduc ción de los códigos, a 60 pesos por mes, mas para

enseres, pluma y papel”.439 En el presu puesto del año 1849, se consignó la

suma de $2,600 para “Impre sión del Código Civil y traduc ción del de proce di -

miento civil, de instruc ción criminal, el de comer cial y el penal”.440

En 1848, se terminó una traduc ción del Código Civil y fue cono cida

por el Congreso, el cual la aprobó el 11 de julio de ese año. Pero la ley no fue 

promul gada porque no se le envió al Poder Ejecu tivo dentro del plazo seña -

lado por la Cons ti tu ción, por lo que mien tras la siguiente sesión del

Congreso lo conocía y aprobaba de nuevo, se autorizó a traer desde España

60 ejem plares de una traduc ción al español del Código Civil francés.441

Pero eso fue sólo en cuanto al Código Civil. Para los demás, la falta de

traduc ción era grave, y de ello estaban total mente cons cientes nues tros

patri cios. Ya en el año 1846, el Ministro de Justicia Tomás Boba dilla le

decía al Congreso Nacional: “Por otra parte, el pueblo domi ni cano, dema -

siado apegado a sus anti guos usos y costum bres, ha ansiado siempre por una

legis la ción análoga a sus circuns tan cias, a su loca lidad y a los prin ci pios que

cons ti tuyen su carácter y su moral pública; y aunque los códigos de la legis la -

ción fran cesa son un monu mento de sabi duría admi rable, hay en ellos ciertas

reformas que hacer, precisas y nece sa rias según la loca lidad, el carácter y

costum bres del pueblo, y en esta empresa no tiene duda que el Congreso saldrá

victo rioso, si, como es de esperar, una Comi sión de Legis la ción, bien orga ni -

zada, después de tradu cidos los códigos, se reúne para discu tirlos y añadir o

quitar lo que convenga, y sobre todo para simpli ficar las formas de los juicios y

alejar todo aquello que sea emba ra zoso y que no conduzca sino a alimentar la

embrolla y hacer inter mi na bles los juicios, rego deán dolos de forma li dades difí -
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ciles y emba ra zosas para los mismos jueces y que a nada conducen para

proteger la ley y evitar la arbi tra riedad”.442

En 1846, el Congreso contrató a Manuel Aybar para hacer una traduc -

ción de los Códigos y se le pagó por ese trabajo sin que llegara a concluirlos.

En 1848 se encargó a los Letrados Félix María Del Monte y Manuel María 

Valencia conti nuar con las traduc ciones y se les pagó dos mil pesos, sin que

tampoco termi naran su misión.443

En 1855 todavía sin resolver el problema, el Congreso auto rizó al Poder 

Ejecu tivo a designar una Comi sión de “tres sujetos de capa cidad e inte li -

gencia, que recoja a la mayor brevedad posible las traduc ciones que se hayan

hecho del Código Civil, de los de Enjui cia miento Civiles y Crimi nales, del de

Comercio, del Penal y del Rural, para que se arre glen y confronten; estando

auto ri zada la Comi sión para completar la traduc ción, sino estu viere del todo

hecha, para soli citar que se haga en el extran jero, o para soli citar los códigos que 

ya estén tradu cidos; a fin de reunirlos todos y ponerlos en la versión al idioma

caste llano. La refe rida Comi sión se ocupará de modi ficar y loca lizar la expre -

sada legis la ción, acomo dán dola a las nece si dades, usos y conve nien cias del

país, al carácter y genio nacional, en armonía con nues tros prin ci pios e insti tu -

ciones. Veri fi cados los trabajos, se some terán tan pronto como sea posible, al

Poder Legis la tivo, para que éste pueda discu tirlos y adoptar el derecho público

que más convenga a la Nación. En la Ley de Presu puesto se votará anual -

mente una suma, para los gastos que hayan de hacerse en estas opera ciones.

La pronta ejecu ción de estas dispo si ciones queda enco men dada al celo y

cuidado espe cial del Ministro de Justicia”.444

Como si lo ante rior fuera poco, el Código Civil encontró fuerte oposi -

ción entre la jerar quía ecle siás tica. En 1852, la crítica del Arzo bispo Portes 

e Infante fue severa y contun dente. En un mensaje que el Prelado envió al

Congreso cuando se discutía ese código, decía:
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“Varias veces hemos tenido ocasión de lamentar el estado a que ha quedado

redu cida la Iglesia con la intro duc ción en nuestro país de leyes que lejos de estar

en armonía con nues tros usos y costum bres, están muy al contrario, en pugna

continua con todo lo que nos ha legado la tradi ción de nues tros padres. El

Código de leyes mandado observar por el Decreto de 4 de julio de 1845, está

carac te ri zado de ateo por todos los sabios que, al profundo cono ci miento de la

Juris pru dencia, reúnen un fondo de senti mientos reli giosos que les hace

reprobar en él la ausencia del santo nombre de Dios, pues ni una sola vez se lee

al frente de ninguna de las nume rosas leyes que lo componen”.

Las quejas de Portes se centraban en que bajo la nueva legis la ción eran

los Oficiales del Estado Civil quienes mane jaban los matri mo nios y no los

Sacer dotes; y que además las dona ciones y legados que los parti cu lares

hacían a los esta ble ci mientos bené ficos y a los pobres tenían que contar con 

la previa auto ri za ción del Gobierno, con lo que se quería regular los testa -

mentos que bene fi ciasen a las obras pías. En este sentido se quejaba el

Arzo bispo amar ga mente: “Sólo en la mente de los legis la dores ateístas del

código llamado Napo león pudiera caber la idea de coartar a los indi vi duos de la

sociedad la facultad de disponer de sus bienes por testa mento a favor de hospi -

cios, esta ble ci mientos piadosos, bien de sus almas, etc., cuando no se les

prohíbe dejarlos a una pros ti tuta ni fundar con ellos un lupanar”.445

En el año 1850, la Suprema Corte de Justicia dictó una impor tante

sentencia sobre los códigos, acla rando que el Código Rural Haitiano no

formaba ya parte de la legis la ción domi ni cana, puesto que los Códigos

Haitianos no habían sido adop tados por noso tros, sino sólo los “Fran ceses

de la Restau ra ción”.446 Ya había una “Ley de Policía Urbana y Rural” dictada

en 1848, que regu laba muchos aspectos de la vida ciuda dana tanto en los

pueblos como en los campos, pero que no incluía las drás ticas medidas que

el Código Rural Haitiano del año 1826 había impuesto espe cial mente para 
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retener a los labriegos en los campos, como se vio más arriba al estu diar el

Período Haitiano.447

No hubo año en que no se criti cara la situa ción de la Justicia y de las

cárceles. Así vemos que en febrero de 1853, el Presi dente Buena ven tura

Báez, le decía al Congreso: “Vuelvo a enca re ceros la impor tancia de ciertas

reformas en la Admi nis tra ción de Justicia. Evitad los incon ve nientes que

ocasiona la lentitud en los proce di mientos; precisad al magis trado, con la

certeza de la respon sa bi lidad, a ser justi ciero e inco rrup tible. El estado de las

cárceles llama con prefe rencia vuestra aten ción: Hoy cons ti tuye la deten ción en

ellas una pena cruel que ultraja la inocencia y agrava los castigos legales que

merecen los delin cuentes. Obra rías con tino dictando dispo si ciones para que se

alimen tasen eficaz mente los presos desva lidos, y regla men tando con más dete -

ni miento las visitas de esos locales. Urge ya en nuestro estado social la crea ción

de la esta dís tica judi cial; en ella encuentra el legis lador las obser va ciones de la

expe riencia; y llamán dose con éstas noti cias frecuentes la aten ción de las auto -

ri dades, hallarán también un aumento de garantía los infe lices presos”. 448

La confu sión sobre los códigos llegó al extremo de dudarse cuál versión

de ellos estaba vigente, puesto que en Francia, desde la promul ga ción de los 

códigos “de la Restau ra ción”, estos habían sufrido modi fi ca ciones, las

cuales apare cían en las ediciones poste riores y que eran cono cidas y usadas

en nuestro país. En ese sentido y para aclarar una consulta hecha por

abogados del Cibao al Congreso en 1859, éste declaró: “Que los Códigos

puestos en vigor por el Congreso Nacional son: el Código Civil, el de Comercio,

el de Proce di miento Civiles, el de Instruc ción Criminal y el Código Penal que se

adop taron y refor maron en la Restau ra ción fran cesa de 1814, con todas sus

modi fi ca ciones, adiciones y alte ra ciones que ha tenido y que aparecen en las

dife rentes impre siones o ediciones que se han hecho legal mente de los refe ridos

Códigos desde aquella época hasta el 4 de Julio del 1845, en que fue aquella

legis la ción adop tada de lleno en la Repú blica, en todo lo que no se oponga a la
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Ley Funda mental ni a las leyes patrias en vigor.” 449 Lo que con esto quiso

decir el Congreso, fue que ninguna modi fi ca ción hecha en Francia de los

códigos, poste riores al 1845, tenía apli ca ción en el país. 

Durante el año 1859, el Congreso actuó con mucho interés tratando de 

concluir con los trabajos de traduc ción y apro ba ción de los códigos. Se

cono cieron y apro baron en sus tres lecturas regla men ta rias y en trece

sesiones en marzo de ese año fue apro bado los distintos libros del Código

Civil tradu cido.450 Pero no se llegó a su promul ga ción, los acon te ci mientos

polí ticos de ese año, y las nego cia ciones del Presi dente Santana para anexar 

la Repú blica a España, no permi tieron que los códigos tradu cidos tomaran

vigencia y la primera Repú blica terminó sin lograrse ese anhe lado y nece -

sario proyecto.

La vida ju di cial en la Pri me ra Re pú bli ca

La escasez de fondos públicos fue cons tante durante el período entre

1845 y 1861, y la guerra contra Haití consumía casi todos los pocos

ingresos que percibía el Estado Domi ni cano. La Justicia fue siempre la

ceni cienta a la hora de repartir los fondos públicos. Para el período

1846-1849, la asig na ción del Poder Judi cial fue casi igual año por año,

mante nién dose entre el 3% y el 4% del presu puesto total. Entre los años

1852 al 1856 el presu puesto subió en cuantía pero bajó en propor ción,

quedando entre el 2.3% en 1853 y 0.7% en 1856. En 1857 hubo un

aumento consi de rable y esa propor ción llegó al 12.7 % del presu puesto

nacional, pero se debió a que en ese año se incluyó en el capí tulo del Poder

Judi cial los sueldos y gastos de todos los Alcaldes Muni ci pales que hasta

entonces habían estado en los presu puestos muni ci pales y además en ese

año se crearon dos Tribu nales de Comercio, por lo que hubo un apre ciable

aumento del gastos de ese Poder. Los sueldos de los Jueces, Fiscales y

Secre ta rios se mantu vieron a niveles pare cidos durante los años de la
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primera Repú blica, aunque fueron afec tados por la fluc tua ción de la

moneda.451

Los archivos nacio nales son pobres en la conser va ción de senten cias de

los tribu nales durante los años 1846 y 1860. Las pocas que todavía existen 

en materia civil fueron dictadas por el Tribunal Justicia Mayor de Santo

Domingo. Se refieren a demandas en cobro de pesos, apremio corporal por

deudas, sepa ra ción de cuerpo y de bienes (no había divorcio en esa época),

con varias senten cias en defecto, recursos de apela ción contra senten cias de 

los Alcaldes Muni ci pales, y otras. También se conservan senten cias en rarí -

simos ejem plares de la Gaceta Oficial.

La escasa pobla ción de la época, la pobreza gene ra li zada y los problemas

de una legis la ción foránea y en idioma extran jero, hicieron que nues tros

tribu nales, en los primeros años de la vida repu bli cana, tuvieran poca acti -

vidad. En 1850, el Ministro de Justicia e Instruc ción Pública exponía sin

tapujos, en su Memoria anual al Congreso, lo difícil que era admi nis trar

justicia en esa temprana edad de la Repú blica: “La sencilla expo si ción de los

ante ce dentes hechos, basta para sin nece sidad de comen ta rios conocer que en la 

Admi nis tra ción de la Justicia han ocurrido negli gen cias, abusos de parte de los

funcio na rios contra quienes se han tomado las medidas que pres criben las

leyes, y tropiezos, obstáculos y para li za ciones que junto con la presente escasez

de letrados, provienen de causas que traen su origen en las difi cul tades que

presentan; primero, la compli cadas formas, trámites y requi sitos de los enjui -

cia mientos civiles y crimi nales que seguimos; pues para su ejecu ción se nece si -

taría de las mismas luces y del mismo personal que la gran Nación para quienes 

tan sabia mente fueron consa grados”. 452

Algunos años después, otro Ministro de Justicia exponía con drama -

tismo la situa ción de la Justicia en el país, en su Memoria anual al

Congreso en el año 1856: “De aquí resultan cada día lasti mosas discu siones, 

consultas intem pes tivas, sobre sei mientos inde fi nidos y una especie de “dene ga -
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ción invo lun taria de justicia” hija de la impo tencia en que se halla un juez para

decidir. Otras veces contra prin ci pios peli grosos presen tados como prece dentes;

vaci la ciones en la ejecu ción del más simple mandato judi cial; recla ma ciones

enér gicas de los Señores Cónsules en pro de las personas y propie dades de sus

nacio nales; y un trabajo ímprobo para el Jefe del Estado y el Ministro del ramo,

a quienes las partes, en su desam paro, acuden a asediar noche y día, usur pán -

doles el último instante que el hombre mas infeliz destina al cansancio”.453

Por otro lado, fue muy ines table la posi ción de los Jueces. Los docu -

mentos anali zados demues tran que el Congreso estaba cons tan te mente

desig nando nuevos Magis trados en susti tu ción de otros que habían renun -

ciado. El primer Presi dente de la Suprema Corte Manuel María Valencia,

desig nado en fecha 13 de junio 1845, renunció a los pocos días; y el 7 de

julio siguiente, se designó en su lugar a Domingo De la Rocha, lo que

parece implicar que Valencia no llegó a ocupar su cargo. Lo mismo sucedió

con el Presi dente y dos Jueces de la Corte de Apela ción, así como dos jueces 

del Tribunal Justicia Mayor de Santo Domingo que renun ciaron a sus

cargos sin tomar pose sión, y el Consejo Conser vador los tuvo que susti tuir.

A todo lo largo de los años 1846, 1847 y 1848, en las sesiones del Consejo 

Conser vador se conocen y aceptan las renun cias de Jueces y se nombran sus 

susti tutos. 454 Una persona desig nada como Juez en El Seybo renunció tras 

ser desig nado, alegando “no saber leer ni escribir”. 455

Se conserva el acta de jura men ta ción de Domingo De la Rocha cuando

fue desig nado Presi dente de la Suprema Corte en la sesión del Consejo

Conser vador de fecha 9 de Julio de 1845, que reza así:

“En este estado se presenta el Señor Domingo de la Rocha electo en la

sesión ante rior Juez Presi dente de la Suprema Corte de Justicia, a prestar el

jura mento cons ti tu cional, por la nota oficial que le dirigió el Presi dente del

Consejo Conser vador en fecha de ayer, ocho del corriente, para que se presen -

tase ante el Consejo que debe recibir dicho jura mento conforme el Art. 27 de la
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Ley que orga niza los dife rentes Tribu nales de la Repu blica. El Presi dente del

Consejo, diri gién dole palabra, puestos todos de pie, le dice: En virtud de la elec -

ción que el Consejo ha hecho de usted parar la primera Magis tra tura Judi cial

del Estado: ¿ jura usted sobre los Santos Evan ge lios y la Cons ti tu ción del

Estado guardar y observar ésta y las demás leyes del Pueblo Domi ni cano y

respetar sus dere chos, admi nis trando justicia conforme a los prin ci pios esta ble -

cidos? El Señor Rocha responde: Si Juro. El Presi dente: Si así lo hicie reis,

Dios os premie; y si falta reis, El os lo demande. Con lo que concluye este acto

del jura mento, siendo las ocho y media de la mañana”.456

Con los Minis tros de Justicia e Instruc ción Pública ocurría pare cida

ines ta bi lidad. Además de frecuentes licen cias con reem plazos provi sio nales 

por otro Ministro, esos cargos fueron objeto de repe tidos reem plazos.

Hubo dos excep ciones: Tomás Boba dilla el primer ocupante de ese Minis -

terio, se mantuvo en él en los dos primeros años de vida repu bli cana

(1844-1846) y su susti tuto Domingo De la Rocha por los dos años

siguientes. Pero entre 1848 y 1849 hubo tres Minis tros de Justicia que

duraron sólo meses en sus cargos.457 Fue éste el período de ines ta bi lidad

polí tica en que se suce dieron con rapidez los gobiernos de Santana,

Jimenes y Báez. Preci sa mente los dos primeros Minis tros de Justicia e

Instruc ción Pública Tomás Boba dilla, Manuel María Valencia y Domingo

De la Rocha fueron en esa época Procu rador General el primero y Presi -

dente de la Suprema Corte los otros dos. Así que el salto de posi ciones del

Poder Ejecu tivo al Poder Judicial fue frecuente entre los polí ticos de esa

etapa de la vida nacional. 

Con flic to de Po de res

Un serio conflicto entre Poderes del Estado surgió en 1853, que merece 

rela tarse, pues evidencia la preca riedad insti tu cional reinante en la

naciente Repú blica.
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Un señor de apellido Reguillo reclamó ante los tribu nales domi ni canos,

la entrega de una casa en la capital que había reci bido en herencia durante

el Período Haitiano, pero que pasó al patri monio nacional en virtud de la

Ley de Bienes Nacio nales de 1845, puesto que no se reclamó en tiempo

hábil bajo los términos de dicha ley. El caso llegó a la Suprema Corte de

Justicia, la que en mayo de 1852 no sólo consi deró justa la recla ma ción de

Reguillo, sino que ordenó que él fuera puesto en pose sión de la casa a través

de un Alguacil y también dispuso que le fueran pagados los alqui leres perci -

bidos durante el período en que estuvo arren dada y que habían sido recau -

dadas por el Fisco.

La sentencia fina li zaba dando un apremio corporal al Admi nis trador de

Hacienda para que entre gara esos alqui leres al recla mante. Esta sentencia

causó un gran revuelo cuando el Admi nis trador de Hacienda se negó a

cumplir la orden judi cial. El Congreso Nacional convocó entonces a una

sesión extraor di naria para conocer del caso e invitó al Presi dente de la

Repú blica y a sus Minis tros a compa recer a las sesiones.

El Presi dente del Senado Félix Morilla en un largo discurso expuso el

riesgo que resul taba para el Gobierno que un Tribunal orde nara un pago de

fondos públicos sin que estu viere previsto en el presu puesto nacional y más

aún orde nara un apremio corporal a un alto funcio nario. Para él, esa

sentencia era “aten ta toria a la Cons ti tu ción y a las leyes”.

Cuando habló el Ministro de Hacienda Fran cisco Cruz Moreno, ofreció 

una larga expo si ción, donde se destaca esta frase: “He dicho que por dos

razones me opuse a la ejecu ción de este fallo y es bien que os las explique. Es la

primera, que por el Art. 5 de la Ley de Hacienda de fecha 2 de julio de 1847,

no pueden extraerse de las Cajas Públicas otras sumas que las decre tadas

anual mente por el Congreso; y es la segunda, que por la Ley de Bienes Nacio -

nales está mandado conservar bajo la admi nis tra ción del gobierno los bienes que 

perte ne cían a los haitianos emigrados el año de 1844”.

Para mayor drama tismo, en esa sesión legis la tiva el Presi dente Santana

tomó la palabra para decir: “ Señores, si la sentencia de la Suprema Corte de

Justicia perma nece en fuerza, yo no podré responder de la tran qui lidad del país,
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porque quedaría al arbi trio de los tribu nales el disponer de los fondos públicos.

Por consi guiente, opino como el Ministro en este asunto; y no permi tiré que de

las Cajas Públicas se extraiga ninguna suma si no es en virtud de una ley

expresa del Congreso”.

El asunto tomó un cariz más polí tico que jurí dico cuando el Congreso

se enteró de que el Fiscal, que en la Época Haitiana había dicta mi nado a

favor de la entrega de la casa a los here deros, era nada menos que Tomás

Boba dilla.

El Congreso debatió a fondo el caso, y para tomar alguna deci sión en el

asunto, tuvo que analizar los poderes cons ti tu cio nales de las Cámaras

Legis la tivas. Unos opinaban que no era facultad del Congreso decidir sobre 

la validez de la sentencia de la Suprema Corte, puesto que en la misma ese

alto tribunal se había exce dido en sus poderes, otros que sí. Final mente, el

Ministro de Hacienda resumió el problema así: “Desearía que os sirvie rais

resolver estas dos cues tiones: Primera: si en virtud de la sentencia de la

Suprema Corte de Justicia debe el señor Reguillo quedar en pose sión de la casa

en cues tión, o se debe volver a los domi nios nacio nales por haber sido pronun -

ciada contra las leyes y la Cons ti tu ción. Segunda: y si en lo suce sivo y a pesar

del Art. 180 de la Cons ti tu ción, la Hacienda Pública debe acatar cual quier

sentencia de los tribu nales en que se condena al Fisco, no pudién dose sacar de

las Cajas sino las sumas decre tadas por los Presu puestos”. 458

No hubo poste riores debates en el Congreso sobre este sonado caso. El

Presi dente de la Suprema Corte envió una dramá tica carta al Presi dente

Buena ven tura Báez, en la cual se quejaba con amar gura por la forma en

que el Ministro de Hacienda se inmis cuía en la Justicia y los daños que ello

causaba. Dicha carta, copiada inex tenso, dice así:

“Sr. Presi dente: La Suprema Corte que ha procu rado con anhelo admi nis -

trar justicia sin pasión, con equidad, evitando con prudencia el daño, reme -

diando con adver tencia el fraude, repa rando el perjuicio de tercero, ampa rando

con el poder al desva lido, mante niendo al que justa mente posee y resti tu yendo
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al injus ta mente despo jado, obrando en todo con la conciencia de su deber, y sin

otras miras que la de dar cumpli miento a las leyes; tiene que venir hoy no sin

bastante desa grado de su parte, a molestar la impor tante aten ción de Usted, a

quien el pacto funda mental de los Domi ni canos ha enco men dado el celo de los

abusos de auto ridad y de impedir que se cometan bajo su admi nis tra ción.

Los docu mentos adjuntos infor marán a Usted que el señor Miguel Lavas -
tida, Ministro de Hacienda, con fecha 24 de los corrientes lanzó una orden
para que se suspen diese la ejecu ción de una sentencia que con fecha del día 4,
pronunció la Suprema Corte decla rando al señor Juan de Dios Reguillo propie -
tario de una casa de que había sido despo jado frau du len ta mente y bajo títulos
(?) cuya nulidad es reco no cida, mandando que inme dia ta mente se le pusiese en
pose sión de ella.

El señor ministro ha tomado por pretexto que prepa raba una acción contra
la Suprema Corte ante el Consejo Conser vador y que la sentencia sentaba un
prece dente contrario a la tran qui lidad pública”.

La Cons ti tu ción del Estado esta blece en el articulo 135 los tres únicos casos 
en que los miem bros de la Suprema Corte son respon sa bles y objetos de juicio
ante el Consejo Conser vador y es dema siado sabido en derecho que cuando se
esta blece contra los jueces una demanda en respon sa bi lidad personal, la
sentencia que han dado produce todos sus efectos y los jueces sólo son llamados
a repa ra ción del perjuicio que han causado.459

Esta es una regla que esta blecen las leyes que el mismo Consejo Conser -
vador ha reco no cido, por consi guiente el Ministro de Hacienda ha come tido una 
infrac ción de las leyes y un exceso de poder que no tenía.

Tampoco cree la Suprema Corte que el Sr. Ministro de Hacienda puede ser

parte en este negocio, para pretender y accionar en una acusa ción porque las

leyes han previsto que los Procu ra dores Fiscales en los Defen sores natos de las

acciones públicas y de los nego cios que inte resan al fisco y él debió haber dado

las órdenes corres pon dientes al Ministro Fiscal para las prose cu ciones de
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derecho, indi cando los hechos y las pruebas en que debía basar su acusa ción

quedán dose empare (?) respon sable como todo acusador o denun ciando los

resul tados del juicio. Esta juris pru dencia cons tante y admi tida en la Repú blica

no la ha dero gado la última ley orgá nica ni ella podrá esta blecer una cuarta

instancia contra el genuino sentido del Art. 129 de nuestro pacto funda -

mental.460 Tal ha sido la preci pi ta ción con que se ha obrado que se supone que el 

oficio del Admi nis trador que la Suprema Corte condenó al fisco en costas, fue

reser vado contra las (ilegible) y por consi guiente esta ha sido una supo si ción

gratuita con que se ha preten dido acri minar mas el juicio de la Suprema Corte .

Pero lo mas lamen table y mas tras cen dental es que el Ministro dé por sentado

en su oficio de fecha 24 que la sentencia de la Corte esta blece un prece dente

contrario a la tran qui lidad pública lo que la Suprema Corte no puede menos que 

apre ciar como un ultraje hecho no a los indi vi duos de que se compone la corpo ra -

ción, sino a la primera magis tra tura judi cial del Estado.

Solo una imagi na ción exal tada pudiese figu rarse una cosa tan quimé rica. 

El Gobierno en virtud de la ley cada vez que se ha ofre cido y que un dueño

legí timo ha recla mado las propie dades que le fueron usur padas por el Gobierno

haitiano, las ha mandado entregar como ha suce dido con la casa de Petro nila

Reguillo, la de las Zerones, Dolores de Castro, las de la Iglesia de Regina, Suce -

sión Socias, los bienes del Mayo razgo Dábila, Ma. Hino josa, Andrea

Delmonte de Sánchez y otros bienes entre gados. Tanto en esos casos como en

otros, instan cias de la Repú blica; y esto no ha produ cido ni puede producir

ninguna alte ra ción del orden, antes al contrario, porque el cumplir y ejecutar las

leyes no es lo que esta blece alte ra ción del orden sino el no cumplirlas, el resistir

los mandatos judi ciales eso sí que es alterar el orden, porque el que abier ta mente 

infringe ó cons cien te mente elude las leyes se declara enemigo de la sociedad.

De todos esos hechos y ante ce dentes resulta que el señor ministro de

hacienda con la suspen ción decre tada a ecce dido (sic) sus poderes, a usur pado

una juris dic ción que no tenía, a ultra jado en el ejer cicio de sus funciones la

primera Magis tra tura del Estado violando las leyes, para li zando la admi nis tra -

ción de la justicia y queriendo arras trar con escán dalos y perjui cios de su honor
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y de sus inte reses aun unos Minis tros fieles y exactos en el cumpli miento de su

deber para que no recojan mas fruto que el de la amar gura en medio de las pena -

li dades y sinsa bores que de ordi nario acarrea la admi nis tra ción de la justicia y

prin ci pal mente en las circuns tan cias pecu liares de nuestro país, priván doles de

la única satis fac ción que les quedaría el buen nombre y la buena repu ta ción. 

A todo eso sería preciso agregar que si a los jueces no se les rodea de respeto

y consi de ra ciones que si por la eleva ción de sus destinos, parece que están

llamados a sostener el respeto debido a las auto ri dades y ellos son los primeros

en perse guirlas si se abre la puerta para que en cada negocio se sujete a los

miem bros de la Suprema Corte a un juicio criminal, claro es que en cada

sentencia habrá una parte que se queje y su condi ción vendría a ser peor que la

de todos los ciuda danos y ninguno querría ocuparse de desem peñar esos

destinos y más cuando sus deci siones vinieran a ser del todo iluso rias y el

(ilegible) de las facciones o del capricho. 

Adjunto encon trará usted la deci sión de este día en que la corte que de

ninguna manera puede temer el juicio de la opinión pública, ni el de los hombres

con conciencia. Elevamos a su cono ci miento las tantas ocurren cias para que

usted se digne tomar la provi dencia que juzgue más conforme y que no sufra

retardo la admi nis tra ción de justicia y que se le dé a esa queja el curso legal que

corres ponde. Dios guarde a usted muchos años”.461

Pero la solu ción vino de otra manera. El Congreso lo resolvió por la vía

legis la tiva, fuera del ámbito de los Tribu nales, y que evidencia como el

Poder Legis la tivo estuvo some tido al Ejecu tivo, quedando el Judi cial como

inde pen diente pero ineficaz de lograr la ejecu ción de sus senten cias. En

efecto, en junio de 1853 el Congreso Nacional dictó un Decreto que

dispuso: a) Que aun estaban abiertos los plazos para elevar recurso de Revi -

sión Civil en el caso Reguillo. b) Orde nando al Procu rador Fiscal ante la

Suprema Corte, a que rein tro duzca ante la Suprema Corte el recurso del

Fisco contra la deci sión favo rable a Reguillo y en el cual no se admi tiría

ninguna excep ción procesal. c) Que en lo suce sivo, ninguna sentencia que
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orde nase extrac ción de fondos públicos podía ser ejecu tada sin que el

Congreso auto ri zara que la suma pudiera ser extraída de las cajas públicas o 

que figure en el presu puesto nacional. d) Que ningún Juez o Tribunal

podrá, bajo ningún pretexto o alegato, aceptar la pres crip ción adqui si tiva

de los Códigos Civil y de Instruc ción Criminal, bajo pena de desti tu ción del 

Juez y de daños y perjui cios. e) Que tampoco podría ningún Juez o Tribunal 

deses timar los alegatos que cual quier parte en un litigio pudiere presentar

en torno a dere chos de propiedad adqui ridos bajo la Ley de Bienes Nacio -

nales o la de Extin ción de Censos y Cape lla nías ni deshacer lo que cual -

quier gobierno ante rior hubiere hecho y que fuese reco no cido como acto

legal, bajo pena de prisión, desti tu ción y daños y perjui cios.

Con esta tremenda ley quedó resuelto el caso, con total ganancia del

Gobierno, quien legisló de modo que se impi diera en lo adelante, toda

posible recla ma ción contra el Estado y amena zando a los Jueces que la

acogieren con desti tu ción, cárcel e indem ni za ción. 462

Otro caso nos demuestra que la polí tica no dejó de inter venir en la

admi nis tra ción de la Justicia en esos primeros años de la Patria. Por

ejemplo, en el año 1850, la tota lidad de los Jueces de la Suprema Corte de

Justicia fueron acusados por un señor de “injus ticia notoria” y bajo el Art.

67 de la Cons ti tu ción, todos ellos fueron some tidos a juicio ante el

Consejo Conser vador.463 No consta en que paró este caso.

La poca expe riencia en el manejo del Estado por los domi ni canos,

producía frecuen te mente conflictos entre los poderes públicos. 

En 1851, el Ministro de Justicia sometió al Congreso cuatro consultas

sobre asuntos judi ciales. Pedía la inter pre ta ción legis la tiva sobre situa -

ciones presen tadas en los tribu nales en casos de falta de Jueces hábiles, o

ausencia de Fiscales. También pregun taba sobre casos de excep ciones de

incom pe tencia y sobre cuál proce di miento debe rían usar los Jueces
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Justicias Mayores, en asuntos comer ciales. La respuesta del Congreso dada

el 9 de mayo de 1851 resolvía los asuntos, expo niendo para cada caso su

deci sión, basán dose en que el Art. 94, párrafo 10 de la Cons ti tu ción daba

compe tencia al Congreso para inter pretar las leyes.

La inter pre ta ción legis la tiva a las leyes, en hecho, reducía el poder juris -

pru den cial de los tribu nales y mermaba la libertad del Poder Judi cial, que

tenía que some terse a la deci sión del Legis la tivo en esta materia.464

En 1854 ante una recu sa ción del Presi dente y otro Juez de la Suprema

Corte de Justicia, éste tribunal se quedó sin quórum, por lo que, bajo la Ley

Orgá nica entonces vigente, fue el Presi dente de la Repú blica quien designó

los susti tutos para que esa Corte pudiera seguir funcio nando.465

En 1855 el Ministro de Justicia se quejaba al Senado de que lo Tribu -

nales no le contes taban ni le acataban órdenes que él daba en cosas “que

inte rese al servicio público” . Remitió al Senado una carta del Presi dente de la 

Suprema Corte de Justicia Manuel Joaquín Del Monte donde éste le decía

“Siendo por la Cons ti tu ción inde pen dientes unos de otros los Poderes del

Estado y estando el Ministro Fiscal de la Suprema Corte, como cabeza de los

agentes del Poder Ejecu tivo, o sea del Minis terio Público, bajo la vigi lancia

inme diata del Minis terio de Justicia; pase la presente nota oficial a aquel

funcio nario como el único a quien compete dar cumpli miento a las dispo si ciones 

que contiene”.

El Ministro quiso que fuera el Congreso Nacional quien deci diera sobre

el dife rendo, y en la sesión del 23 de julio de 1855, el acta lee como sigue:

“Se pasó a resolver sobre la expo si ción del Señor Ministro de Justicia que quedó

pendiente en la pasada sesión; como ésta versaba sobre si tenia o no el Ministro 

de Justicia facultad de ordenar a los Presi dentes de los Tribu nales, y la contes ta -

ción que había reci bido el Señor Ministro del Señor Presi dente de la Suprema

Corte de Justicia, a su circular del 19 de enero próximo pasado, después de bien
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exami nado los artículos de la Ley de Respon sa bi lidad de Secre ta rios de Estado, 

en que se apoyaba el Señor Ministro, para creerse con derecho de ordenar a los

Presi dentes de los Tribu nales y que visto los artículos de la Cons ti tu ción que

sirvieron de funda mento a la contes ta ción del Señor Presi dente de la Suprema

Corte de Justicia, quedó acor dado que se conteste al Ministro de Justicia: Que

aten dida la inde pen dencia de los Poderes que esta blece el Pacto Funda mental, él 

no puede dar órdenes a los Tribu nales y solo sí a los Fiscales, para que requieran 

el cumpli miento de las leyes y su ejecu ción; que puede y debe corres ponder con

los Presi dentes de los Tribu nales en todo lo que concierne al bien del servicio y en

los casos, modo y forma que deter minan la Cons ti tu ción y las Leyes”.466 En

este caso, la inde pen dencia del Poder Judi cial quedó confir mada.

En 1859 se suscitó otro conflicto. Ocurrió durante el último gobierno

de Santana, y tras éste haber desco no cido el gobierno surgido de la Cons ti -

tu ción de Moca de 1858. Habiendo renun ciado el Presi dente de la

Suprema Corte de Justicia Juan Nepo mu ceno Tejera y luego el Juez

Leonardo Del Monte, las acti vi dades de dicha Corte quedaron para li zadas y 

el Ministro de Justicia pidió al Senado nombrar los susti tutos, indi cando

que habién dose reunido los restantes jueces para escoger un Presi dente

Provi sional “no ha podido hacer elec ción en razón de que aque llos que han sido

consi de rados aptos para el desem peño de esas funciones se han negado, mani -

fes tando por excusa sus pocos cono ci mientos para tan ardua misión, y expo -

niendo termi nan te mente que en el caso de que la mayoría le nombre, inme dia ta -

mente harán sus renun cias de sus funciones de Minis tros”; ... por lo que

había “la impe riosa nece sidad de que se proceda a nombrar Presi dente de la

Suprema Corte, para que no sufra retardo la admi nis tra ción de Justicia”.

El Senado, en su sesión del 25 de agosto 1859, lo que decidió fue: “que

el Senado se ocupará opor tu na mente en nombrar Presi dente de dicha Corpo ra -

ción, pero que, mien tras tanto, debe presi dirla uno de los cuatro miem bros de

que actual mente está compuesta y que el retardo que haya en la admi nis tra ción

de Justicia, sólo puede serle impu table a los que no cumplen con la ley; porque la
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Corte no puede refun dirse ni perso ni fi carse en sólo el Presi dente, sin atender a

la dispo si ción legal, y que en los casos de muerte, dimi sión, desti tu ción o impe -

di mento temporal del Presi dente, éste debe ser reem pla zado por uno de los

Minis tros y que si la elec ción resul tare empa tada, debe proce derse a ella de

nuevo, o que la suerte decida”.467

La crisis no terminó ahí, en noviembre de ese mismo año presen taron

su renun cias dos Jueces de la Suprema Corte, José Salado Mota y José

Román, por lo que ya en la misma no había quórum y el Senado se vio en la 

nece sidad de actuar. El Senado no quiso decidir sólo, y dispuso el mismo

día en que conoció las renun cias. “El Hono rable Abreu propuso que, para

obviar difi cul tades de grande tras cen dencia, la parecía lo mas conve niente que el 

Senado se acer care al Poder Ejecu tivo para obrar de acuerdo con él en la468 reor -

ga ni za ción de la Corte o en las medidas que hayan de tomarse para remover

todos los incon ve nientes que puedan obstruir el curso de la buena y pronta

admi nis tra ción de Justicia. Esta propo si ción fue adop tada y quedó conve nido

que el Senado se reuniría el día de mañana a las doce en punto, para tras la -

darse al Palacio de Gobierno par la confe rencia indi cada”. Parece que con la

reunión con Santana lo que se acordó fue no aceptar las renun cias de

Salado y Román y volver a designar a Tejera como Presi dente de la

Suprema Corte, lo que el Senado hizo en su sesión del 17 de noviembre

1859.469

Los li ti gios y sen ten cias:

Los archivos nacio nales nos ofrecen datos sobre la escasa y pobre vida

judi cial de los primeros años de la Repú blica. En materia penal, aparece

que en 1848 el Tribunal Justicia Mayor de Santo Domingo, presi dido por

el Magis trado Manuel Valverde, falló prin ci pal mente en casos de robo de
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animales, golpes y heridas, homi cidio, asesi nato, contra bando, difa ma ción

e injuria, escán dalo en vías públicas, y otros.470

En materia civil los casos más frecuentes trataban demandas en cobro

de pesos, embargos inmo bi lia rios y liti gios en materia suce soria. En 1855,

por ejemplo, tenemos diez senten cias del Tribunal de Primera Instancia de

Santo Domingo en materia Civil y tratan de apelaciones a senten cias de

Alcaldes, demanda en pago de trabajos reali zados, resci sión de contratos de

permuta de inmueble, apremio corporal por deuda y embargo, demanda en

entrega de inmue bles de una suce sión, demanda en validez de embargo

reten tivo contra una persona radi cada en el extran jero, demanda en cobro

de dineros y ejecu ción de hipo teca y una demanda en nulidad de testa -

mento.

El caso más inte re sante fue el de una demanda en decla ra toria de

muerte civil, en contra de un hombre conde nado penal mente a trabajos

forzados a perpe tuidad, y en cuyo caso el tribunal ordenó la aper tura de la

suce sión del reo. Este tribunal estuvo compuesto por José Alfonso Rodrí -

guez como Juez Presi dente y tenía a Félix Marcano y Fran cisco Morín

como Jueces, siendo Pedro Tomás Garrido el Procu rador Fiscal.471

El Juez Alcalde de Santo Domingo Mateo Veláz quez, en el año 1854

dictó 33 senten cias en asuntos de menor cuantía y contra ven ciones, siendo 

las prin ci pales en materia de cobro de sumas menores, liti gios sobre

linderos de propiedad, robo en los campos, recla ma ción en devo lu ción de

animales, y otros pleitos menores.472
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